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RESUMEN: El presente trabajo es muy sencillo de resumir: estudiamos los contratos que 

más modificaciones han sufrido con la nueva reforma laboral de 2021 y los que más dudas 

suscitan en la práctica. Nos referimos al nuevo contrato por circunstancias de la producción 

y el contrato fijo discontinuo, ambos muy reformados y en muchos aspectos, complicados 

de interpretar. El objetivo del presente estudio es dar un poco de luz a las dudas que nos 

han traído dichos contratos. 
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EL NUEVO CONTRATO EVENTUAL POR CIRCUNSTANCIAS DE LA PRODUCCIÓN 

 

1. Unas primeras notas introductorias 

Es un hecho irrefutable que la contratación temporal está instalada en nuestro mercado de 

trabajo y que ha adquirido carácter de elemento estructural de nuestro sistema de 

relaciones laborales. La utilización intensiva del empleo temporal es una de las prácticas, 

junto a otras como la externalización de la actividad productiva y de gestión de personal, a 

las que se ha recurrido de manera generalizada para llevar a cabo los procesos de 

racionalización y reestructuración productiva en nuestro país. Ello ha permitido una 

flexibilización de los procesos de producción, una reducción de costes laborales y también, 

en el sistema de relaciones laborales, una disminución del poder sindical de control y 

negociación colectiva. Todo ello ha supuesto un fortalecimiento de los principios de libertad 

de empresa y rentabilidad empresarial frente a los principios de protección del trabajo y 

estabilidad en el empleo. 

 

Todas las medidas de flexibilidad laboral de las últimas décadas han provocado la 

precarización de una importante franja de la población trabajadora. Esta precariedad está 

vinculada en gran medida a la naturaleza del empleo, particularmente los trabajos de 

duración determinada o los trabajos a tiempo parcial, y a los mecanismos de 

subcontratación o de externalización, a través de la realización de contratas o del recurso a 

las ETT y a las empresas multiservicios. Una flexibilidad basada esencialmente en la 

disminución de costes laborales para acrecentar la rentabilidad de las empresas, con bajos 

salarios, reducción de los mecanismos protectores de los trabajadores, mayor 

discrecionalidad en la utilización flexible de la mano de obra y, en definitiva, precariedad 

laboral. 

 

Las continuas reformas laborales llevadas a cabo en España en las últimas décadas en 

materia de contratación han venido siendo “justificadas” por la finalidad de fomentar el 

empleo ante las elevadas tasas de paro y, al mismo tiempo, reducir la dualidad y 

segmentación del mercado de trabajo, derivada de la alta tasa de temporalidad existente en 

nuestro país. Además, en los distintos procesos de reformas, con un cierto movimiento de 

vaivén (fases más protectoras, fases más flexibilizadoras), se ha ido poniendo también en 

primer plano, particularmente en los últimos años, la necesidad de combatir la 

segmentación del mercado de trabajo, pero sin que realmente se hubiera abandonado el 

presupuesto de que la pluralidad de modalidades o formas de contratación laboral pueden 

contribuir a la creación de empleo y favorecer la ocupación. En esa línea, la reforma llevada 
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a cabo en 2012 constituyó, sin duda, un paso más en el camino hacia una mayor 

liberalización del modelo de regulación de las relaciones laborales; partió del presupuesto 

de la utilidad de la flexibilidad contractual para el crecimiento del empleo, manteniendo el 

postulado de que la flexibilización de las relaciones de trabajo, entendida directa o 

indirectamente como una disminución del estatuto protector de los trabajadores, tiene una 

relación automática y directa con la reducción de las tasas de desempleo. 

 

El incremento del empleo se ha convertido así casi permanentemente en la justificación del 

legislador para la reducción sucesiva de las garantías laborales a través de las continuas 

reformas del mercado del mercado de trabajo y de la legislación laboral. De forma que estas 

sucesivas “reformas del mercado de trabajo” se han basado en la idea de mayor flexibilidad 

para las empresas a cambio de mayor protección del empleo, sacrificando la “protección del 

trabajador”, lo que ha tenido como consecuencia un sucesivo incremento de la precariedad 

y la flexibilización laboral.  

 

Toda la reforma laboral de 2012, y por tanto la reforma que se llevó a cabo en materia de 

contratación laboral -con la que fue su (fallida) medida estrella, la regulación de la 

modalidad de contrato indefinido de apoyo a los emprendedores, pero también con la 

reforma del contrato para la formación y el aprendizaje o del contrato a tiempo parcial-, se 

situó, sin duda, en el marco de la opción por una política de flexiseguridad adoptada por la 

Unión Europea. La propia Exposición de Motivos de la Ley 3/2012 declaró expresamente 

que “el objetivo es la flexiseguridad” y que la reforma laboral “apuesta por el equilibrio en 

la regulación de nuestras relaciones de trabajo: equilibrio entre la flexibilidad interna y la 

externa; entre la regulación de la contratación indefinida y la temporal, la de la movilidad 

interna en la empresa y la de los mecanismos extintivos del contrato de trabajo; entre las 

tutelas que operan en el contrato de trabajo y las que operan en el mercado de trabajo, etc.”. 

 

Pero, pese a esta declaración retórica, la reforma incidió de manera fundamental en el 

primer factor -la flexibilidad en el contrato de trabajo-, mientras que el segundo fue objeto 

de reformas dirigidas no a fortalecerlo sino a primar lo privado frente a lo público, 

quedando otros aspectos cuando menos relegados, si no afectados sustancialmente por los 

recortes y ajustes económicos que se llevaron a cabo para cumplir los objetivos de déficit 

establecidos por la Unión Europea. De esta manera, la reforma del 2012 partió del 

presupuesto de la utilidad de la flexibilidad contractual para el crecimiento del empleo, 

manteniendo el postulado de que la flexibilización de las relaciones de trabajo, entendida 
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directa o indirectamente como una disminución del estatuto protector de los trabajadores, 

tiene una relación automática y directa con la reducción de las tasas de desempleo. 

 

El objetivo de terminar con la excesiva segmentación y precariedad de los mercados de 

trabajo en los países de la Unión Europea, entre ellos de forma particular en España, viene 

siendo puesta de manifiesto desde hace tiempo por las instituciones europeas. Así, la 

Decisión (UE) 2015/1848 del Consejo de 5 de octubre de 2015 relativa a las orientaciones para 

las políticas de empleo de los Estados miembros para 2015 (DOUE 15-10-2015 L 268/28), en 

la Parte II. De las orientaciones integradas «Europa 2020» (que figuran en el Anexo), 

establece (Orientación nº 7) la necesidad de “Mejorar el funcionamiento de los mercados de 

trabajo”: Los Estados miembros deben tener en cuenta los principios de flexibilidad y 

seguridad («principios de flexiseguridad») y “deben reducir y evitar la fragmentación en los 

mercados laborales y luchar contra el trabajo no declarado. Las normas sobre protección 

del empleo, la legislación laboral y las instituciones deben todas ellas establecer un entorno 

adecuado para la contratación, a la vez que ofrecen niveles adecuados de protección a todos 

los que trabajan y los que buscan trabajo. Es preciso garantizar un empleo de calidad en 

términos de seguridad socioeconómica, organización del trabajo, oportunidades de 

educación y formación, condiciones laborales (salud y seguridad, entre otras) y un 

equilibrio entre vida privada y profesional”. 

 

Además en el Programa Nacional de Reformas para el Reino de España 2019 se destaca que 

la elevada tasa de desempleo estructural es el principal problema laboral en España, que 

afecta particularmente a los jóvenes y las personas de escasa formación; que las carencias 

del mercado laboral español se reflejan también en una profunda segmentación entre 

trabajadores temporales e indefinidos, así como entre trabajadores a tiempo completo y a 

tiempo parcial, en una alta rotación, en una falta de intensidad en el trabajo, y en una 

indiscutible brecha de género; que el crecimiento económico inclusivo ha de estar ligado al 

fortalecimiento de políticas que apuesten por un trabajo digno; que la mejora de las 

condiciones laborales, la negociación colectiva y la formación permanente de los 

trabajadores fomentará una mejora de la competitividad y de la igualdad de oportunidades. 

Las instituciones europeas constatan, sin dejar lugar a duda alguna, que las dualidades 

actuales provocan que el ajuste del mercado laboral se lleve a cabo en gran medida vía 

salarios y, fundamentalmente, a expensas de los trabajadores temporales. De esta forma, se 

considera que la elevada tasa de temporalidad, en torno al 26,8% del total de ocupados de 

media en 2018, entraña serios problemas en términos de desigualdad y fuertes 
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desincentivos a la inversión en formación y que todo ello, en última instancia, va en 

detrimento del crecimiento económico a largo plazo. 

 

Abandonada definitivamente la idea de reformular la contratación temporal sobre la base 

de instaurar un solo tipo de contrato de trabajo para todas las empresas, mediante la 

regulación de un “contrato único” (contrato por tiempo indefinido con mayor facilidad para 

extinguirlo y en el que los derechos de protección del trabajador, entre ellos la 

indemnización legal por despido, se garantizarían progresivamente en función de su 

antigüedad, a partir del primer año de duración del contrato, acompañado con medidas 

dirigidas a asegurar las salidas profesionales mediante una política activa de empleo y una 

importante prestación por desempleo), la lucha contra la segmentación del mercado de 

trabajo se centra ahora en reducir la temporalidad y promover la estabilidad en el empleo. 

 

Siguiendo esta línea de lucha contra el fraude en la contratación laboral, la reforma laboral 

establece una regulación más estricta de los límites al encadenamiento de contratos, se lleva 

a cabo un incremento de las sanciones administrativas en los casos de fraude a la 

contratación y se establecen mecanismos para reforzar la actuación de la Inspección de 

Trabajo. 

 

2. El sentido político-jurídico de la reforma de la contratación temporal de 2021 

El RD-Ley 32/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la reforma laboral, la 

garantía de la estabilidad en el empleo y la transformación del mercado de trabajo implanta 

como uno de los objetivos principales del mismo concluir con los graves problemas de 

nuestro mercado de trabajo: el desempleo y la temporalidad, en línea con las exigencias de 

la Unión Europea de afrontar esta carencia. Para ello se vuelve a poner en el centro de la 

contratación el principio de causalidad (preferencia por la contratación indefinida), 

reduciendo la tipología de contratos temporales exclusivamente a aquellos que respondan 

a necesidades objetivas estructurales de la empresa y reforzando el contrato fijo 

discontinuo. 

 


